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PREFACIO


La Economía es una ciencia social. No puede dejar de serlo pues en la base de cada fenómeno económico subyacen decisiones, sean estas individuales o colectivas, aisladas o agrupadas. Ser una ciencia social no supone ningún desdoro, como lo demuestra el que otras ciencias incluidas en esta categoría nunca se hayan replanteado su identidad. No ha sido este, sin embargo, el caso de la Economía, que no parece sentirse completamente cómoda dentro del corsé de los (aparentes) límites de las ciencias sociales y que, desde que alcanzó cierta madurez, siempre ha tenido aspiraciones de llegar a ser algo más. En épocas anteriores no había sido así. El propio nombre de Economía Política, con el que se denominó a la materia cuando se independizó como ciencia, hacía referencia a una integración de la economía en la realidad social circundante. Ya en el siglo XIX esta interacción fue sentida como dependencia y como imperfección, y, a la vez que se desprendía del adjetivo y la Economía Política pasaba a ser simplemente Economía, comenzaron a establecerse leyes y equilibrios, así como a buscarse una metodología definida y propia de la ciencia económica.


Es obvio que gracias a este esfuerzo se ha logrado avanzar de manera fundamental en la comprensión de muchos hechos de naturaleza económica. El problema no ha sido el tratar de buscar respuestas y predicciones, sino el olvidar con más frecuencia de lo que sería deseable que todas esas respuestas dependen de un entorno. La cláusula ceteris paribus es necesaria para modelar un mundo con demasiadas variables, pero todo modelo no deja de ser una foto fija de una realidad que nunca para de moverse. Y es en esa realidad compleja, y no en los modelos estilizados, donde la economía real se desenvuelve.


La crítica no es nueva. Más bien lo contrario. Hace más de un siglo ya había voces que reprobaban la disociación de la teoría con la realidad. La crítica tampoco es foránea ni desinformada. Muchas de esas voces, de hecho las más autorizadas, eran y siguen siendo internas a la profesión. El formalismo ha contado con fieles (y sobre todo con conversos), pero siempre ha habido una minoría que ha actuado como Pepito Grillo, señalando sus limitaciones y los riesgos que su adopción entraña.


Un problema fundamental es que la economía del rigor se ha impuesto de manera casi absoluta en los manuales, en particular en los más básicos. Constreñidos a la ortodoxia, lo habitual es que en ellos no se haga ningún tipo de reflexión acerca de las limitaciones de lo descrito en sus capítulos. Se distingue entre Economía positiva y Economía normativa. Lo que se presenta es la variante positiva: cómo la economía funciona. Sin más. No hay espacio para el matiz ni las circunstancias del contexto. Existe, sí, la parte normativa, pero no son más que juicios de valor acerca de si debe optarse por una u otra alternativa una vez tomada la decisión, los resultados a que conduzca serán necesariamente los predichos a priori en todo momento y lugar.


Sin embargo, quienes leen los manuales de Economía viven en un mundo en que hay centenares de ejemplos que ponen en cuestión que las relaciones económicas se rijan por reglas exactas. Muchos de estos ejemplos, de hecho, parecen no encajar de ningún modo con lo explicado en el manual. Una visión más amplia de la disciplina permite comprender las limitaciones de los fundamentos aprendidos sin dejar de valorar su importancia. Así que, siendo grave la situación, no lo es tanto para los estudiantes de carreras como Economía o Administración de Empresas, quienes a medida que avanzan en su conocimiento, y si el plan de estudios que se ven obligados a seguir es razonable, deberían desarrollar, al menos eso se les supone, un cierto espíritu crítico. Pero la situación de los estudiantes de aquellas carreras en que solo hay unas pinceladas de Economía, quizá uno o dos cursos introductorios, es descorazonadora. Si, tratando de aprovecharse de sus recién adquiridos conocimientos, alguien próximo les requiriera explicación de algún fenómeno económico, lo que han aprendido en una tertulia televisiva o en los comentarios a la noticia leídos en inter-net probablemente sea, desgraciadamente, un referente más útil que su manual de Economía. La aparente desconexión entre la Economía y la realidad económica hace que la disciplina no se vea útil, no resulte atractiva y que, en muchos casos, se olvide casi de inmediato una vez superada.


Esta situación no tiene solución espontánea. Al contrario, la tendencia es que la divergencia se amplíe y no se cierre. Las técnicas de mercado exploran y explotan las aparentes contradicciones en el comportamiento de los consumidores. Muchos mercados se mueven ya no con expectativas, sino con la letra pequeña de las expectativas. Las curvas no siempre se desplazan como lo hacen en los modelos creados dentro de una cámara de vacío. Y ni los temarios ni los libros de texto cambian con el pretexto de que no se alteran los fundamentos que en ellos se explican. Lo que es cierto. Pero si se quiere que contribuyan a dar una interpretación de lo que ocurre en el mundo real, los fundamentos crudos no sirven. La solución no pasa por construir modelos más y más complejos, sino por hacerlos más flexibles y dotarlos de más grados de libertad. Con más razón si la explicación está destinada a un curso de introducción. Es urgente, pues, desacralizar las leyes económicas y recuperar no el matiz en sí, lo que llevaría a la casuística infinita que pretenden superar los modelos, sino la consciencia acerca de la importancia del matiz, lo que significa a su vez recuperar la consciencia acerca de la importancia del contexto.


El contexto (tanto general como particular de cada situación concreta) condiciona el comportamiento de los agentes económicos que participan en los intercambios, comportamiento no siempre automático, ni siquiera racional. De todos los agentes, también del Estado. El contexto social y político es, parece evidente, elemento fundamental para entender el papel que se reserva (o se arroga) lo público en el juego económico. Pero el estudio de esta parte de la Economía tampoco escapa del sometimiento a una ortodoxia con anteojeras. De hecho, si una parte de la Economía está especialmente necesitada de reconsideración es esta porque, además de sufrir los males generales de toda la disciplina, se halla fragmentada y dispersa, lo que impide tener una visión coherente del conjunto.


Comenzando por la segunda crítica, para tener en la actualidad un conocimiento cabal de la actividad pública en la economía hay que rastrear en varias áreas. Si se busca en los índices de los manuales al uso de Introducción a la Microeconomía, el papel de lo público se suele concentrar en un capítulo, estudiado como una anomalía en la interacción de oferta y demanda. En los de Introducción a la Macroeconomía se discuten las interpretaciones que las dos escuelas de pensamiento económico imperantes (en realidad, imperantes hace décadas) dan para la política fiscal o monetaria. Muchos de los programas de Economía Pública mezclan Hacienda Pública y Teoría del Presupuesto y Gasto Público que son dos ramas independientes en otros itinerarios académicos. La regulación de los mercados parece estar reservada para los libros de Economía Industrial. Los de Política Económica se fijan en tipos particulares de políticas, en particular las aplicadas a tal o cual sector de actividad económica, pero dejan muchas otras fuera y, en general, no explican cuál es la función de unas u otras en el conjunto de la política global. El despiece casi llega al sinsentido. Bajo la mirada del no experto, estos son fragmentos aparentemente difíciles de encajar y sin congruencia, que no cuentan ninguna historia incluso si se pusieran todos juntos.


En cuanto a la primera acusación realizada, si bien hay que reconocer que el formalismo ha alcanzado a esta área de manera solo limitada, de lo que no ha escapado es de la imposición de una orientación, casi una ideología, estricta y restringida. Dice la ortodoxia, seguida en una mayoría de manuales, que el Estado no actúa, sino que interviene, en la economía. El mercado, que es el mejor mecanismo para distribuir los recursos, no atiende (no debe atender) intereses colectivos, sino que es el egoísmo que muestran los actores individuales cuando buscan maximizar su propio interés el que garantiza los mejores (más eficientes) resultados; en ese escenario, Estado y mercado son dos entes autónomos cuya relación se produce (se autoriza) solo en presencia de alguna de entre una serie de causas tasadas. El hecho de que haya una vía óptima para decidir la distribución no solo significa que el Estado no debería intervenir, sino que, en los casos en que el Estado tenga algún cometido, existe una política también óptima que es aquella que elimina las barreras que garantizan la actuación del mercado.


Ante este estado de cosas, este libro propone una alternativa y presenta una visión íntegra y heterodoxa del papel del Estado en la economía. Íntegra indica que se han rescatado las piezas a que antes se aludía y juntándolas con otras necesarias, pero por lo general olvidadas, se ha armado un rompecabezas que de un modo comprehensivo describe la acción pública en la economía. Heterodoxa expresa una declaración de intenciones: no se sigue el relato al uso y se adopta un enfoque que trata de recuperar el viejo vínculo (que no la relación subordinada) entre Estado y economía, entre economía y política. No es, en cambio, discordante el modo de tratar el problema. La ortodoxia actual en Economía se extiende a las formas, lo que significa que la crítica, para no ser considerada fuera de lugar o extravagante, debe poner de manifiesto las posibles inconsistencias respetando el terreno de juego metodológico.


La concepción de este libro surge de la reflexión acerca de cómo orientar una asignatura en un Grado en Ciencia Política. Más arriba se decía que a los estudiantes de carreras no económicas apenas se les dota de herramientas para entender la realidad económica; pues bien, la máxima paradoja se da en los estudios de Ciencia Política. La economía es la médula del hueso de la actividad política. El día a día del debate se nutre de discusiones económicas. Esto es, si cabe, más evidente en tiempos recientes, en que las alternativas políticas no parten de ideologías definidas, sino que toman forma, en buena medida, al declarar de qué modo se proponen reconducir una economía con cuyos resultados nadie, por unas u otras razones, parece estar conforme. Y, sin embargo, frente a esta realidad, a los estudiantes de Ciencia Política se les hurta (o en el mejor de los casos no se les presenta de forma clara) un conocimiento que sin ser probablemente suficiente, sí es necesario para que formen su propio criterio en este debate: en qué circunstancias es razonable que un gobierno (Estado) actúe, qué objetivos puede o debe perseguir su actuación y qué herramientas tiene a su disposición para alcanzar dichos objetivos.


El libro, en cualquier caso, está pensado para una audiencia general y mucho más amplia, pues dónde establecer los límites de la interacción entre Estado y mercado es la primera pregunta a la que todo aquel resuelto a tener un criterio propio en materias económicas debe responder. La situación económica y social reinante en todo el mundo a fecha de cierre de esta edición, primeros días de 2021, resultaba propicia para meditar la respuesta.




TEMA 1


LA ACTIVIDAD DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA: UNA VISIÓN GLOBAL


Resumen


Este tema sirve como presentación y avance de lo que se va a desarrollar en el resto del libro.


Se parte de dos constataciones. La primera es que, bien entrado el siglo XXI, la economía de mercado es el modelo con que se organiza la actividad económica en la práctica totalidad de países del mundo. La segunda es que se trata de economías de mercado mixtas en que el Estado puede (suele) desempeñar una serie de funciones. Son en concreto cinco: comprar, o alternativamente suministrar, bienes y servicios, establecer el marco en que se desarrolla la actividad económica, imponer ciertos resultados o bien simplemente coadyuvar a que se logren.


La mera descripción de la actividad estatal en la economía no permite entender lo que interesa desde el punto de vista conceptual: las razones, objetivos y condiciones en que se produce. Si el Estado decide actuar es porque la situación a que se llegaría dejando al mercado operar autónomamente no es satisfactoria para quien deba juzgarla (la mayoría de los ciudadanos en las sociedades democráticas). Ineficiencia, distribución de la riqueza no aceptable y defensa de valores sociales son las causas en que la actuación puede ampararse. Los objetivos son, precisamente, corregir esos problemas y así lograr un mayor bienestar, vía un crecimiento estable, y también conseguir una distribución más equilibrada de lo producido; a veces, se atiende a valores no relacionados directamente con la eficiencia o la equidad. Estos objetivos genéricos y difícilmente mensurables se concretan en el control de ciertas variables macroeconómicas. Y, como tercer paso, los Estados formulan políticas económicas variadas (generales o específicas; de impulso o de estabilización; de carácter social o meramente económico) para alcanzar esos objetivos. Estas políticas utilizan algunas o todas de entre el conjunto de herramientas que los Estados tienen a sus disposición: desde dictar leyes a exigir impuestos, pasando por el suministro directo de bienes y servicios o el uso de todo tipo de incentivos.


Esquema


Los contenidos que se desarrollan son:




•Descripción de las funciones que el sector público asume en una economía de mercado.


•Estructuración de la actividad del Estado en la economía a través de la respuesta a tres preguntas sucesivas: ¿por qué se actúa?, ¿para qué se actúa?, ¿cómo se actúa?


•Identificación de las causas que motivan la actividad pública: fallos del mercado (entendido como sistema de organización general) o de ciertos mercados concretos.


•Identificación de los objetivos (finales, derivados e inmediatos) que persigue la actuación pública.


•Enumeración de los instrumentos con que se lleva a cabo esta actuación y de las políticas económicas a las que se da forma con la combinación de los instrumentos.





1.INTRODUCCIÓN: ACTIVIDAD PÚBLICA FRENTE A INTERVENCIÓN


Los manuales de Economía dedican un capítulo a las razones para la intervención del Estado en la economía. Es el término que se ha adoptado, casi unánimemente, por los economistas. El discurso político adopta expresiones similares, quizá sin meditar lo que ello implica. Y es que las palabras tienen un significado y la elección de «intervención» no es, desde luego, intrascendente. Con una sola frase se está dando a entender que existe un ente independiente («la economía») cuya acción puede verse interferida o fiscalizada por un segundo ente («el Estado»). La economía aparece así como algo separado de la política. Tiene sus propias reglas y puede funcionar autónomamente. Solo en circunstancias excepcionales es admisible la injerencia externa.


Esta visión es restringida, por no decir errónea. Las sociedades se organizan políticamente y otorgan a unos órganos (representantes, gobiernos, de modo genérico «el Estado») el poder de ordenar la vida social. La economía no es un anexo de esa vida social, sino una parte absolutamente fundamental de ella, de donde se deduce que los Estados tienen la potestad de organizar la actividad económica. Y pueden hacerlo sin ninguna restricción. Los Estados pueden intervenir (intervienen) en la economía sin más amparo que la mera conciliación con los valores acordados en su seno. Cuando un gobierno impide que se desarrolle una explotación minera en un paraje con valor paisajístico, no está invocando ninguna de las razones que los libros invariablemente exigen para que la intervención pública sea admisible. Su decisión no responde ni a criterios de eficiencia (puede ser más barato extraer el mineral allí que en otro emplazamiento cercano) ni de equidad (dicha comarca puede tener la mayor tasa de desempleo de todo el país), sino que trata de defender un cierto valor (la protección de determinadas áreas) porque la sociedad así lo aprueba. Por otro lado, y más allá de casos concretos, la supuesta autonomía de la economía para autoorganizarse no es tal. Sus normas no siempre surgen de manera espontánea y es necesario que alguien con poder coercitivo dicte al menos algunas de las reglas del juego y asegure su cumplimiento.


La conclusión es que el Estado no interviene en la economía, sino que, como parte de los fundamentos mismos que amparan su existencia, desarrolla una actividad (más o menos profunda) en la vida económica. Ello no impide en modo alguno que en algunos casos el Estado (algunos Estados) decida restringir su actividad en la economía a unas circunstancias tasadas y específicas. Pero, conceptualmente, la situación es muy diferente: los Estados pueden limitar su acción, pero a priori no hay razones que pongan límites a esa acción.


Aun en los casos en que decida autolimitarlas, las funciones que el Estado asume en la economía son mucho más importantes que lo que parecería sugerir una simple intervención. En muchos aspectos de la economía el Estado organiza e incluso decide; también suministra, compra, o incentiva. Todo ello es, no obstante, perfectamente compatible con que la interacción de oferta y demanda (es decir, el mercado) sea el mecanismo primero para decidir qué se produce y cómo se distribuye lo producido. Esta compatibilidad se demuestra en la práctica: en el primer cuarto del siglo XXI, la mayor parte de las casi doscientas naciones del planeta pueden encuadrarse en la categoría que los manuales denominan economías mixtas, lo que significa que tienen adoptado el mercado como modelo con que organizar su economía aunque, a la vez, el sector público se reserva una misión significativa en dicha organización.


El mercado no deja de ser, por tanto, el punto de partida en el estudio de la actividad, que no intervención, del Estado en la economía. Debe, en cambio, alterarse, por poco sistemático, el proceso seguido habitualmente cuando se realiza este análisis. Si se quiere considerar de un modo riguroso la actividad del Estado en una economía moderna hay que seguir una secuencia que parta del estudio de las causas por las que el Estado se arroga la potestad de en ocasiones desplazar o complementar al mercado, continúe con el análisis de las funciones determinadas que asume en esos casos y culmine con el examen de los instrumentos de que dispone para cumplir dichas funciones. Por qué, para qué y cómo son las tres preguntas básicas a las que hay que dar respuesta. La clave para obtener una visión verdaderamente integral de la actividad del Estado en la economía está en ligar de forma coherente estos tres pasos y en analizar cada uno de ellos con la amplitud, pero a la vez minuciosidad, que la realidad económica marca.




Lectura 1.1. Y, de repente, ¡la pandemia! La intervención que nadie podía prever


Si alguna decisión estatal en el ámbito de la economía merece realmente el nombre de intervención, esa es, sin duda, la de paralizar (o restringir seriamente) la actividad económica de un país. Si alguna decisión estatal se creía injustificable, y por tanto se pensaba inverosímil, era precisamente esa.


Cuando, el 30 de diciembre de 2019, los responsables sanitarios de la ciudad china de Wuhan informaron de que estaban tratando casos de neumonía de causa desconocida, nadie esperaba que los acontecimientos (en materia económica) tomaran el rumbo que siguieron en las siguientes semanas. Ni siquiera a 26 de enero, cuando China decretó las primeras restricciones a la actividad económica, era razonable aventurar que, en un plazo de apenas dos meses, los Estados de, prácticamente el mundo entero, iban a tomar medidas que provocaran el mayor parón económico global del que se tiene registro.


Un equipo de la Universidad de Oxford1, con la ayuda de literalmente cientos de contribuidores por todo el mundo, estuvo actualizando día a día la lista de países en que se había tomado alguna decisión con respecto al cierre de centros de trabajo. La presentación de los resultados de una manera visual (sobre el mapamundi) se dejó en manos de la página web Our World in Data2. La figura 1 muestra el escenario mundial a 1 de abril de 2020. La imagen realmente impresiona, aunque es importante tener en cuenta que amplifica la situación real de aquel momento en que las condiciones no eran siempre uniformes en el interior de los países; se aclara, de hecho, que un país entra en una determinada categoría de ‘cierre obligatorio’ solo con que algún gobierno regional así lo haya impuesto.


[image: image]


Figura 1. Cierre de centros de trabajo decretado con ocasión de la pandemia de COVID-19. Situación a 1 de abril de 2020.


El parón económico no era inevitable. De hecho, no había unanimidad en que el cierre de industrias y de muchos de los servicios que no se podían seguir ofreciendo a distancia fuera la mejor respuesta frente a la difusión de la enfermedad y, pese a la imagen que ofrece la figura 1, no todos los gobiernos compartían esta idea o al menos no todos tomaron medidas igual de estrictas; a este debate se volverá en la lectura 3.2. Lo que se concluye, entonces, es que en los muchos lugares en que la actividad económica se redujo a mínimos, ello fue producto de una decisión que forzaba a la economía a pasar a un segundo plano. Las pandemias, por supuesto, no se mencionan en los libros de texto entre las razones que habitualmente se invocan para justificar la intervención pública. Incluso en los momentos más duros de la crisis sanitaria, una gran mayoría de los mercados podían haber seguido funcionando (y seguramente hubieran deseado seguir funcionando), pero, al menos en algunas ocasiones, se considera que la economía debe quedar subordinada a la protección de otros valores que la sociedad prima.


__________________


1 Hale, T,; Angrist, N.; Cameron-Blake, E.; Hallas, L.; Kira,B.; Majumdar, S.; Petherick, A.; Phillips, T.; Tatlow, H. y Webster, S. (2020). Oxford COVID-19 Government Response Tracker. Blavatnik School of Government – Oxford University. https://www.bsg.ox.ac.uk/research/research-projects/coronavirus-government-response-tracker


2 https://ourworldindata.org/grapher/workplace-closures-covid





2.LA ECONOMÍA DE MERCADO COMO SISTEMA COMÚN DE ORGANIZACIÓN DE LA ECONOMÍA


El mercado es el lugar (físico o no) en el que se producen intercambios. Alguien ofrece una determinada mercancía que a otro le interesa. Si llegan a un acuerdo para que el primero ceda al segundo esa mercancía, bien sea a cambio de otro bien o servicio, bien sea a cambio de algo simbólico pero con valor (cualquier forma de dinero), y, además, esta acción no es esporádica, sino que se repite con alguna frecuencia (se trate o no de los mismos actores, se llegue o no al acuerdo con las mismas condiciones), se ha creado un mercado. Este acto se repite desde que las sociedades humanas comenzaron su evolución para convertirse en algo diferente de meras comunidades autárquicas de cazadores-recolectores: los intercambios, ergo los mercados, han sido la base de la actividad económica, actividad sin la que no se entiende ningún desarrollo social.


Esta imbricación de la economía en la sociedad tiene un efecto bidireccional: las formas de organización social están condicionadas por la realidad económica en que toman forma, pero a la vez la economía está mediada por el orden social (político) existente. Esto significa, en último término, que la economía no es meramente un conjunto de mercados formados espontáneamente, sino una realidad compleja en que existen normas que protegen, condicionan, controlan u orientan esos mercados. Las actividades con contenido económico en apariencia más sencillas pueden (suelen) estar reguladas. Recoger setas o leña en el bosque o moluscos en el mar puede requerir una licencia y estar prohibido fuera de unas fechas determinadas; su venta puede exigir superar una inspección sanitaria, la obtención de un permiso o que se realice en un lugar concreto. No son exigencias modernas. Aunque su contenido haya evolucionado, algunos de estos requisitos ya existían hace siglos.


Es obvio que este ejercicio de supervisión o de control se realiza porque la sociedad así lo decide. Quién tenga autoridad para representar a la sociedad en la toma de esas decisiones es algo que depende del lugar y del momento histórico. Si a la persona o institución que ejerce esa autoridad la llamamos genéricamente Estado1, se concluye que el Estado desempeña un papel determinante en la economía. Salvo en situaciones extremas en que la autoridad se convierta en represora de la iniciativa privada, las características de cualquier economía toman forma, pues, por la interacción con el sector público de los agentes que actúan en los mercados.


No por ello los mercados dejan de ser el engranaje de la economía. Sin que mediara la actividad pública, el mercado (entendido como el conjunto de todos los mercados particulares) sería el mecanismo único para dar respuesta a las preguntas básicas de la economía: cómo se organizan los recursos de que la sociedad dispone, a qué fines se dedican y cómo se distribuyen los bienes y servicios que con esos recursos se producen. El procedimiento es simple. De los intercambios surge un precio. Algunos bienes o servicios son más caros (más valorados) que otros y quien los posee puede intercambiarlos por cantidades superiores de los otros bienes. Si ello es así, parece que habrá más personas interesadas en producir esos bienes o servicios o en destinar recursos para ese fin. De ese juego surgen cantidades y repartos que se ajustan dinámicamente. Cuando se considera en conjunto, la actuación del Estado no llega a modificar de manera radical esos resultados por lo que el mercado no deja de ser el mecanismo básico para organizar la actividad económica. Por ello, la mayor parte de las economías, aunque mixtas, son economías de mercado.


La afirmación puede darse por válida, de manera global, en la actualidad. Ello no obsta para que existan casos en los que el Estado sí que rectifica profundamente los resultados generados por el mercado. De hecho, en muchas etapas del pasado, en que la economía estaba al servicio de un soberano, esta ha sido la norma. En tiempos más recientes, en las economías dirigidas o planificadas el Estado ha tomado un control exhaustivo de la economía, llegando a sustituir totalmente a los mercados en la decisión acerca de cómo se emplean los recursos y a quién llegan los bienes producidos. Esta situación representaría uno de los polos en el eje Estado-mercado. El otro, el de actuación pública nula, es casi inverosímil, pues, como veremos más adelante, el Estado tiene que asumir al menos la función de asegurar que se cumplen las obligaciones asumidas en los intercambios. Entre estos dos extremos cualquier situación es imaginable. Aunque se habla con frecuencia de modelos, o incluso de ideologías, y se agrupan los países en consecuencia, no hay dos Estados en los que la actividad pública en la economía sea exactamente igual o, considerado de otra manera, no hay dos Estados en que se tenga la misma convicción sobre la conveniencia de dejar al mercado en solitario para alcanzar este o aquel objetivo, ya sea común, ya sea referido a un cierto sector de actividad o a un cierto segmento de población.


Con todo, pese a los múltiples matices y puntualizaciones que se pueden hacer, el mercado es el punto de partida para el estudio, sea teórico o aplicado, de la economía y también para el estudio de la actividad del Estado en la economía.




Lectura 1.2. El Índice de Libertad Económica


No es fácil realizar una agrupación de países en función del tipo de economía. No hay categorías establecidas, sino muy diferentes situaciones de prevalencia del mercado o de la actividad pública. Algunos gobiernos pueden dejar unos sectores totalmente en manos de la iniciativa privada, pero mantener un control estricto en otros. En otros países la situación puede ser la inversa o pueden adoptar posiciones intermedias. Incluso en aquellos países que hacen una declaración manifiesta de su posición ideológica (en concreto declaran que siguen un modelo socialista), la situación real de sus economías puede no responder completamente (o no responder en absoluto) a lo que se proclama.


Una clasificación posible es la que ofrece el Índice de Libertad Económica1. Se trata de un índice sintético o compuesto formado por doce variables a las que se les da igual peso. Como en todo indicador de estas características, la forma de realizar la agregación tiene su incidencia en el resultado final. También la tiene la forma de valorar factores tan complicados de medir como pueda ser la “libertad frente a la corrupción” o la “libertad comercial”. La prevención aumenta si quien elabora el índice, aunque hasta 2016 en colaboración con The Wall Street Journal, es una asociación (The Heritage Foundation) que afirma que los principios por los que lucha cada día son la libertad de empresa, un gobierno reducido, la libertad individual, los valores tradicionales estadounidenses y una defensa nacional fuerte [sic].


Aun con todas estas cautelas, la clasificación es interesante por ser casi la única disponible para ordenar los países por su grado de, llamémosle así, confianza en el mercado. En la clasificación de 2020, los diez primeros clasificados fueron Singapur, Hong Kong, Nueva Zelanda, Australia, Suiza, Irlanda, Reino Unido, Dinamarca, Canadá y Estonia. En el otro extremo cerraba la clasificación Corea del Norte antecedida en ese orden por Venezuela, Cuba, Eritrea, República del Congo, Bolivia, Zimbabue, Sudán, Kiribati y Timor Oriental2.


Cuestión diferente y mucho más controvertida es el establecimiento de categorías (realizadas a partir de cortes adoptados subjetivamente en determinadas puntuaciones). Puesto que en la presentación del informe de 2016 se afirmaba que quizás la lección más importante en estos tiempos convulsos sea que la demostrada superioridad del sistema de libre mercado y el valor de la libertad económica deben reiterarse de manera categórica, no parece extraño que el listón esté a tal altura que solo los primeros seis países entren en el grupo de libres; los siguientes 31 países son considerados mayormente libres, otros 62 países son moderadamente libres, 62 son mayormente controlados y 19 tienen economías reprimidas. Como se ve en la figura 2, la mayor parte de los países de Europa están catalogados como mayormente o moderadamente libres, categoría que pocas naciones alcanzan en África o en el Asia sin salida al Pacífico. América del Sur es la región que presenta más disparidades entre los países que la conforman.


[image: image]


Figura 2. Índice de Libertad Económica (2020).


__________________


1 https://www.heritage.org/index/


2 En la clasificación no se incluyen algunos países probablemente candidatos a estar en esas últimas posiciones (Irak, Libia, Somalia, Siria y Yemen).





3.LAS FUNCIONES (OBSERVADAS) DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA


Antes de proceder al examen sistemático de la actuación pública en la economía, siguiendo el recorrido causas-objetivos-instrumentos, es interesante realizar una aproximación que sea meramente descriptiva. En los manuales al uso de introducción a la Economía se considera que el sector público es uno de los tres agentes, junto con consumidores y empresas, que participan en los intercambios con que se construye una economía. El esquema simplificado habitual representa a estos actores como vértices de un triángulo cada uno de cuyos lados está formado por cuatro tipos de flujos paralelos: dos flujos de bienes y de servicios (uno en cada sentido), y otros dos flujos monetarios, como compensación o pago de los movimientos anteriores. Esto significa que el Estado da (o vende) bienes y servicios y recibe dinero por ellos, pero también los recibe (o compra) y paga; ello ocurre tanto en su relación con particulares como con empresas. Limitados a este esquema, son dos las funciones que el Estado asume en la economía:




1)El Estado suministrador


Los gobiernos ofrecen, bajo diferentes modalidades, bienes y servicios. Particulares y empresas pueden utilizar, por ejemplo, los servicios de una empresa pública de correos o de otras dedicadas a la distribución de agua o de energía, o a la gestión de un aeropuerto. Aunque la producción pública de bienes suele ser menor que la de servicios, los gobiernos de algunos países venden minerales, armas o incluso alimentos.


El catálogo de suministros públicos no es único ni está cerrado, lo que significa que es diferente en cada país y, a veces, en cada región o incluso municipio. Del mismo modo, la gama de precios y condiciones en que se ofrecen los servicios o bienes es también muy variada.


2)El Estado cliente


Las Administraciones públicas necesitan todo tipo de bienes y servicios para su funcionamiento cotidiano. Un hospital público compra verduras si tiene cocina propia o puede contratar los servicios de una empresa que se encargue de elaborar las comidas. Entre otras muchas cosas, un colegio necesita bolígrafos, un servicio de limpieza y conexión a internet. Un Estado puede contra-tar con una empresa la construcción de una autopista.


El peso de las compras y contratos públicos depende, obviamente, del tamaño del sector público, pero suele ser significativo en todos los países.





La sencilla visión anterior, que pone al Estado a la misma altura de los otros dos agentes, empresas y consumidores, asume implícitamente que el intercambio (o sea, el mercado) es lo único que importa a la economía. Nada se dice de que ese intercambio se rige por unas reglas concretas y se produce circundado por una determinada realidad que lo condiciona. Con la mayor altura de miras que ofrece esta perspectiva, el Estado deja de ser un agente similar a los otros y se toma consciencia de que el abanico de las funciones económicas que asume es más amplio. Básicamente, se puede hablar de otras tres funciones:




3)El Estado organizador


La ordenación de los intercambios, y en general de toda actividad económica, no es espontánea. Se produce de acuerdo con unas reglas que conllevan derechos y obligaciones. Son los gobiernos quienes dictan esas normas, basándose en su poder para forzar su cumplimento. Las reglas del juego pueden ser muy generales, como es el caso de las cláusulas admisibles en un contrato mercantil, o tan particulares como la lista de ingredientes prohibidos en la elaboración de alimentos infantiles.


Asociada a esta labor, o con más exactitud como parte de ella, está la tarea de supervisión y de vigilancia. El Estado juez y policía, encargado de proteger los derechos o de velar por el cumplimiento de los contratos, puede subsumirse en la figura del Estado organizador.


4)El Estado decisor


Las reglas de que se habla en la función anterior pueden ser unas u otras. El hecho de elegir o de privilegiar estas frente a aquellas puede implicar (implica, de hecho) orientar los intercambios hacia un resultado concreto. En otras ocasiones, los resultados esperados no son meramente sugeridos, sino establecidos de forma explícita: los gobiernos se marcan objetivos y conducen la economía, con mayor o menor firmeza, hacia la consecución de dichos objetivos.


Así, los gobiernos pueden exigir a los bancos el cumplimiento de determinadas condiciones para la concesión de préstamos hipotecarios (con el fin de incentivar o restringir la compra de viviendas) o bien pueden fijar de manera exacta el precio de la gasolina, el tipo de cambio de la moneda o la tasa de inflación que se considera conveniente.


5)El Estado incentivador


Los Estados no solo imponen o exigen. A veces, de modo más sutil, establecen condiciones para impulsar o frenar determinadas actividades, sin que ello coarte la libertad de empresas o consumidores para actuar de otra manera.


Un gobierno puede ceder suelo público a quien quiera establecer una industria en tal o cual región o lugar concreto. También puede conceder una ayuda o un crédito a quienes estén dispuestos a reformar su casa de manera acorde con ciertos parámetros de eficiencia energética. O, si lo que quiere es desincentivar, puede ofrecer una ayuda a todos los que compren un coche nuevo con la condición de que este no tenga motor diésel.





Completado este análisis, la conclusión es que, pese a ser una vía posible para explicar de manera sucinta la actividad pública en la economía, resulta insuficiente. La mera constatación de la existencia de estas cinco funciones no indica cuál sea el peso de cada una ni su grado de compatibilidad, en qué circunstancias se recurre a una u otra o qué sea lo que se pretende en cada caso.


4.¿POR QUÉ? RAZONES PARA UNA IMPLICACIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA


Al principio de este capítulo se ha dicho que, hoy en día, la economía de mercado es admitida casi universalmente como la opción primordial con que organizar la vida económica. Pero en la sección anterior se ha visto que las funciones del Estado en la economía son variadas y en apariencia trascendentes. La conciliación de ambas realidades sería difícil si se hubieran de cumplir las restricciones que los que se refieren a la actuación del Estado en la economía como una intervención exigen. La explicación de la aparente paradoja surge de aceptar el hecho de que los Estados, se repite una vez más, no están subordinados al mercado y, aunque aceptando su labor, tienen potestad para modificarla si así se toma la decisión en su seno. Dicho esto, toda decisión tiene (tendría) que estar fundamentada y cuando se dis-pone que el Estado sustituya o complemente al mercado debe (debería) haber un convencimiento de que el resultado es mejor que el que se obtendría dejando que el mercado actuara en solitario. Es cierto que, como ciencia social que no exacta, la Economía no puede ofrecer certezas y que el criterio depende de la interpretación acerca de cuál será la evolución de los acontecimientos que seguirían a la decisión en cuestión. Pero, sea cual sea este criterio, el ejercicio de reflexión es (debería ser) ineludible.


La conclusión es que, aunque conceptualmente los Estados podrían actuar sobre la economía en cualesquiera circunstancias, solo deberían hacerlo cuando hubiera una razón para ello. La respuesta a la pregunta ¿por qué? es, por tanto, siempre esencial para determinar la implicación del Estado en la economía. Esta respuesta tiene que ver con las insuficiencias y limitaciones del mercado (entendido como suma de todos los mercados particulares) o de ciertos mercados concretos. Las carencias identificadas son de dos tipos: no alcanzar un resultado eficiente o no considerar adecuadamente valores que la sociedad estima.


4.1.Las carencias del mercado


En su sentido económico, eficiencia es lograr un determinado resultado empleando un mínimo de recursos o, alternativamente, conseguir el máximo resultado partiendo de unos recursos dados. Dado que los recursos son limitados (escasos se dice en los manuales), la eficiencia es un objetivo que merece presidir toda actuación económica. Cuando se habla de recursos, o de factores de producción, la Economía clásica los divide en tierra, trabajo y capital (capital físico como puedan ser edificios o máquinas); luego se han incorporado a la lista el capital humano y la tecnología. Sin necesidad de entrar en una descripción detallada de cuáles sean los factores involucrados, lo que es claro es que si en la fabricación de zapatos mejoramos el proceso para obtener el mismo número de pares (y con exactamente la misma calidad) ahorrando una parte de los factores antes empleados (luego somos más eficientes), esos recursos estarán disponibles para emplearlos en otra actividad, lo que es obviamente beneficioso para la sociedad en su conjunto.


La Economía demuestra que, bajo determinadas condiciones de competencia (la competencia perfecta), el mercado es un mecanismo de asignación que produce un resultado eficiente. La interacción de oferta y demanda determina el precio de cualquier producto y, de manera consiguiente, los precios de los factores de producción. Los precios son señales que el mercado utiliza para saber dónde y cómo hay que asignar los recursos para llegar a su empleo más productivo (eficiente). Si se parte de un conjunto de recursos y se deja al mercado que actúe, se obtendrá el máximo producto. Ningún otro procedimiento puede sustituir con ventaja al mercado en esta tarea.


Sentado esto, son cuatro las objeciones que pueden hacerse al mecanismo de mercado. La primera de ellas es que nada se ha dicho hasta ahora de cuál es el reparto del producto obtenido. Como consecuencia de que los recursos son limitados, también lo es el producto que de ellos se obtiene. Si hay que fijar una regla para saber cómo emplear los factores, también podría pensarse en buscar una regla para saber cómo repartir el producto. La eficiencia no lleva aparejada ningún criterio de equidad. El mercado premia a quien lo merece, pero ese merecimiento está condicionado por la posesión inicial de factores y atributos. Si la sociedad quiere introducir algún criterio de equidad en la distribución, es necesario forzar el resultado que se obtiene dejando actuar libremente al mercado.


El segundo argumento se refiere a otro factor ignorado en la demostración de la eficiencia del mercado: el proceso empleado para llegar al resultado eficiente. Si para llegar a ese resultado hay que seguir procedimientos tremendamente contaminantes, debe utilizarse hasta su extenuación un recurso no renovable o un factor resulta muy poco remunerado (por ejemplo, se ofrecen unos salarios paupérrimos), el mercado no cambiará su regla de actuación. El modelo teórico que demuestra su eficiencia es estático (no introduce consideraciones temporales de futuro) ni utiliza variables que lo modulen de ninguna manera. La eficiencia, en concreto la eficiencia presente, pasa así por encima de consideraciones de cualquier otra índole.


La tercera objeción se plantea cuando se observa la evolución de las economías de mercado con perspectiva histórica. Inestabilidades y crisis se han sucedido. Dejando de lado aspectos relacionados con el bienestar o la calidad de vida, ninguna economía capitalista se ha librado de sufrir en algún punto las ineficiencias generadas por el desaprovechamiento de los recursos (notablemente, largos episodios de desempleo). Si bien es obvio que no existe ninguna experiencia de un país en que el gobierno haya dejado la economía por completo en manos del mercado, y por tanto debe asumirse que los gobiernos han tenido su cuota de responsabilidad en las situaciones de crisis, se puede plantear razonablemente la cuestión de si en condiciones reales el mercado es o no capaz de alcanzar el resultado que el modelo teórico predice.


Estos tres razonamientos permiten dudar de las virtudes de una completa autonomía del mercado y abren un espacio para al menos valorar lo que ocurriría con una presencia activa del Estado en la economía. A ellos se une una cuarta causa de índole no técnica: incluso los más recalcitrantes defensores del libre mercado asignan al Estado el papel mínimo (pero fundamental para el funcionamiento eficaz del mercado) de defensa de los derechos de propiedad y vigilancia del cumplimiento de los contratos.


Desde el punto de vista conceptual, son los argumentos tercero y cuarto los que guardan relación explícita con el cumplimiento de las condiciones necesarias para que el resultado generado por el mercado pueda ser considerado eficiente de acuerdo con la definición dada. Serían fallos del mercado, como también lo sería el segundo argumento en la parte que se refiere a la sostenibilidad. Los argumentos primero y segundo (en lo que respecta a la aceptabilidad social de algunas acciones) pueden encuadrarse bajo el título genérico de «razones ajenas a la eficiencia».


4.2.Las carencias de los mercados


En el segundo párrafo de la sección anterior se dice que el mercado es un mecanismo que produce un resultado eficiente bajo determinadas condiciones de competencia denominadas competencia perfecta. El problema es que la competencia perfecta no existe. En su afán por explicar los diferentes tipos de mercado, la Economía ha diseñado unos modelos estilizados que pasan por alto (no puede ser de otra manera si no se quiere acabar en una casuística imposible) las muy variopintas situaciones que se dan en los mercados reales. El modelo extremo de competencia, la competencia perfecta, exige cuatro condiciones: un producto homogéneo (idéntico, no diferenciado de ninguna manera por ningún productor); información perfecta (para productores y consumidores); inexistencia de barreras de entrada a la industria; y multitud de compradores y vendedores (de modo que ninguno de ellos tenga peso para alterar con sus decisiones la dinámica del mercado).


En condiciones reales siempre falla alguna de estas exigencias, luego la competencia deja de ser perfecta y se perdería la condición para alcanzar la eficiencia. Dos puntualizaciones deben hacerse. La primera es que debería estimarse cómo de alejado se está de la situación ideal, para así poder valorar cómo de importante es la incidencia de la imperfección. No es lo mismo, claro, que una compañía concreta tenga un cierto peso en un sector a que ostente un poder manifiesto de mercado y además lo aproveche para entorpecer la competencia planteada por sus rivales. La segunda puntualización es que esta situación afecta a unos mercados concretos y no al mercado como mecanismo genérico. El mercado está compuesto por la suma de los mercados y, si la imperfección fuera manifiesta solo en unos cuantos, ello no debería afectar significativamente a la eficiencia global. No obstante, esta aparente intrascendencia no debe ser tampoco óbice para que pueda pensarse en introducir algún elemento de corrección en esos mercados particulares.


Hay otras circunstancias que están presentes en determinados mercados y que los alejan del comportamiento eficiente. Es decir, estamos en presencia de otros fallos en esos mercados. Puede ocurrir, por ejemplo, que el mercado esté incompleto y la oferta no llegue a todos los demandantes potenciales (no hay ninguna zapatería en toda una región). O pudiera suceder que no haya nadie interesado en ofrecer un determinado producto o servicio por no ser posible hacer pagar por él (¿cómo se cobra por ver una exhibición de globos aerostáticos?). También puede darse el caso de que una actividad afecte (para bien o para mal) a terceros ajenos a la producción o al intercambio en cuestión. Así, el ruido de la terraza de un bar no entra en los costes que maneja su dueño, pero condiciona el descanso (y por tanto su rendimiento laboral al día siguiente) de todos los que viven en pisos expuestos al ruido.


A estas causas, todas relacionadas con la eficiencia, cabe añadir otras que también se dan en mercados concretos y que igualmente darían soporte a la actuación pública. Existen bienes o servicios que el Estado, respondiendo a una demanda social, desea promover más allá de los niveles que el mercado provee (puede que incluso eficientemente) y otros que desea proteger (aunque no sea eficiente hacerlo).




Lectura 1.3. El peso del sector público


La forma más gráfica de demostrar que el papel del sector público en la economía es absolutamente trascendental es considerar el peso del gas-to público en el producto interior bruto del país (PIB). El concepto de PIB se estudiará en el tema 3. También en aquel tema se verá que la forma de medir el gasto público puede condicionar el resultado obtenido, con más razón si se comparan datos de años muy alejados en el tiempo pues las estadísticas nacionales han ido perfeccionándose (o directamente creándose) a la vez que se refinaban definiciones y métodos. Con todo, la comparación de la ratio entre gasto público y PIB en diferentes países, o su variación en el tiempo en un mismo país, permite llegar a una primera conclusión acerca del peso de lo público.


La figura 3 presenta esta evolución en todo el mundo durante un siglo, de 1911 a 2011, con instantáneas tomadas cada 25 años. Está construida con la información sobre la “Historia del gasto público” de la página web Our World in Data1, que a su vez usa datos similares del Fondo Monetario Internacional completados con la serie sobre pagos por interés de la deuda pública, también publicada por el mismo organismo. Como se puede observar, el número de países para los que existe información ha ido creciendo y no ha sido hasta fechas recientes en que casi han desaparecido del mapa las áreas en gris (sin datos). Pese a todas las posibles inexactitudes, la imagen es elocuente: se observa una tendencia sostenida al aumento del gasto conjunto de todas las administraciones que componen el Estado.
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Figura 3. Evolución del gasto público como porcentaje del PIB nacional (1911-2011).


En 2011, último año en que existe el dato para la mayoría de las naciones, la clasificación de Estados cuyo gasto público pesa más en el PIB estaba encabezada por países de la Unión Europea y pequeños Estados de Oceanía, con alguna excepción incrustada entre ellos. En concreto, los diez primeros de la lista eran Tuvalu (104,36%), Kiribati (90,62%), Irlanda (69,96%), Dinamarca (60,35%), Francia (59,07%), Lesoto (58,33%), Islas Salomón (56,77%), Finlandia (56,50%), Bélgica (56,42%) y Grecia (56,05%). En el otro extremo, los diez países en que el Estado tenía menos peso en la actividad económica, al menos en porcentaje del PIB, eran Singapur (14,43%), Madagascar (14,64%), Bangladés (16,72%), Hong Kong (17,32%), República Dominicana (18,00%), Camerún (18,85%), Etiopía (19,04%), Birmania (19,43%), República Centroafricana (19,58%) y Nepal (19,61%).


__________________


1 Ortiz-Ospina, E. (2016). History of government spending. https://ourworldindata.org/government-spending#history-of-government-spending





5.¿PARA QUÉ? OBJETIVOS EN LA IMPLICACIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA


Cada una de las circunstancias consideradas en el apartado anterior hace que la actividad del mercado sea susceptible de mejora o de corrección. Es el Estado a quien corresponde intentarlo, si es que lo considera conveniente. En estos casos, por tanto, lo primero es determinar si realmente debe hacerse algo. Como ya se dijo, también en el apartado anterior, aquí entran en juego los criterios y valoraciones acerca de lo que ocurriría si se actúa. Lo que sí es claro es que no hay obligación de actuar. Pudiera ser que el fallo del (o en el) mercado no se considere realmente importante, o que no se cuente con los medios para resolverlo, o que el fin no justifique los medios, o, lo que es más importante desde el punto de vista ideológico, que se piense que en ese caso concreto la actuación pública, lejos de mejorar la situación, llegaría a empeorarla.


Pero en caso de actuar sí debe existir un propósito claro. ¿Para qué? es la segunda pregunta necesitada de respuesta. Los objetivos inmediatos suelen ser a menudo meramente instrumentales. Por ejemplo, actuar en un determinado mercado para aumentar la competencia no es un fin en sí mismo, sino un medio para que bajen los precios y se beneficien los ciudadanos directa o indirectamente (vía la influencia de esos precios en los precios de otros productos). Este beneficio de los ciudadanos (el aumento de su bienestar) es el verdadero objetivo u objetivo final. Cómo medir ese aumento del bienestar es el siguiente problema. Los objetivos derivados tratan de resolverlo.


5.1.Objetivos finales




—Aumento del bienestar general de la sociedad: crecimiento y creación de empleo





Que de modo general sus ciudadanos vivan mejor parece un objetivo que todo gobierno debe perseguir. El crecimiento y la creación de empleo se han venido considerando como las vías inmediatas para lograrlo. Tanto es así que han sustituido al bienestar como aspiración y son tomados como objetivos finales por sí mismos. De hecho, son los objetivos finales prioritarios que todo gobierno establece.


Designar el crecimiento de la economía como objetivo primero responde a una lógica sencilla: cuantos más bienes y servicios se produzcan en una economía, mayor es la cantidad disponible para el reparto. Este crecimiento ha de ser estable y sostenible. Por estable se entiende que el modelo productivo no incurra en desequilibrios que acaben frenando el crecimiento o revirtiéndolo. La sostenibilidad se refiere a un uso de los recursos en el tiempo que no ponga en peligro el mantenimiento de las actividades productivas y, en definitiva, el propio modelo económico. Ambos factores están relacionados en el largo plazo: si el crecimiento no es sostenible, a la larga no podrá ser estable.


El segundo objetivo en una economía sana es que pueda trabajar todo aquel que así lo desee (que no tenga recursos para vivir sin hacerlo). El trabajo es la vía básica de ingresos con que poder comprar bienes y servicios, pero también tiene una función de inclusión en la sociedad. Desde el punto de vista de la teoría económica, el desempleo supone un desaprovechamiento de recursos productivos.


Pese a la apropiación que han hecho del concepto, crecimiento y creación de empleo no son, sin embargo, las únicas formas de aumentar el bienestar de la sociedad. La mejora en la calidad de un bien o servicio (aunque no haya más cantidad para repartir) o una modificación de un proceso industrial de modo que se produzca la misma cantidad, pero de modo menos contaminante, son ejemplos de mayor bienestar sin crecimiento. La calidad del empleo, y no solo la cantidad, es también parámetro básico si hablamos de bienestar.




—Asignación / Redistribución





Como ya se dijo con anterioridad, el mercado es agnóstico respecto a la distribución de bienes y servicios a que se llega. Una economía eficiente puede concentrar lo producido en manos de unos pocos; ello es generalmente debido a que la propiedad de los recursos con que se produce está también muy desigualmente distribuida. Al menos en tiempos modernos, las sociedades suelen aspirar a que el reparto cumpla unas condiciones determinadas, como pueda ser que todos los ciudadanos tengan acceso a una cesta de productos básicos. Una diferente asignación de los recursos o una redistribución de lo producido son, por tanto, objetivos frecuentes en todos los países.




—Defensa de valores sociales





Cualquier otro objetivo con contenido económico que la sociedad decida alcanzar es legítimo, obviamente, si lo es la forma mediante la que se ha tomado la decisión.


Cuando se subvenciona la cultura (una banda local de música, un museo manifiestamente no rentable), o cuando se protege una marisma, no se está pensando en un mayor crecimiento ni en mayor equidad.


5.2.Objetivos derivados


Para poder evaluar cómo de cerca se está de alcanzar un determinado objetivo (o cómo de eficaces son las medidas que se han tomado para alcanzarlo) es preciso recurrir a variables mensurables. Las magnitudes macroeconómicas que describen la situación y evolución de las economías sirven para este propósito, muy en particular en el caso de los objetivos de crecimiento y creación de empleo; un subconjunto de estas magnitudes permite además comprobar si ese crecimiento es estable. Los indicadores seleccionados para calcular el crecimiento se emplean también, hasta tal punto se identifican ambos conceptos, para el bienestar; existen, no obstante, diversas iniciativas para construir indicadores más veraces. La distribución de los ingresos, por su parte, no tiene asociada ninguna medida tan popular como lo son las que miden el estado de la economía, aunque el llamado coeficiente de Gini está ampliamente aceptado. La defensa de otros valores sociales es prácticamente imposible de medir.


Con más detalle, se describen a continuación las magnitudes concretas que se utilizan comúnmente para la fijación de objetivos:




—Producto Interior Bruto (PIB)





La variación del Producto Interior Bruto (PIB) es la forma con que se mide el crecimiento de una economía. El PIB engloba todo lo producido en el país durante un año. Obviamente, el objetivo de los gobiernos es que el PIB aumente año tras año.


Si se divide el PIB entre el número de habitantes del país, se obtiene el PIB per cápita (o renta per cápita), que sirve como principal indicador del bienestar.




—Tasa de desempleo





La tasa de desempleo es el porcentaje de desocupación que se da en la población activa. El objetivo de desempleo que fijan los gobiernos no es cero. Incluso en las economías más boyantes siempre existe un grupo de personas que se encuentran desempleadas por diferentes razones, algunas circunstanciales. Es lo que se califica con el desafortunado término de «tasa de desempleo natural».




—Medidas de estabilidad: inflación, déficit público, balanza comercial





Como se ha reiterado, el crecimiento debe ser estable y sostenible. Ciertas magnitudes macroeconómicas se relacionan con la estabilidad:




–La tasa de inflación mide la evolución de los precios. El objetivo no suele ser una inflación cero, sino una inflación moderada (aunque no haya acuerdo sobre qué deba considerarse «moderada»).


–El déficit público refleja el desequilibrio en las cuentas públicas. El objetivo anual deseado depende del ciclo económico; el equilibrio de cuentas sí es el objetivo cuando se consideran periodos de unos cuantos años (de modo que los superávit de unos ejercicios compensen los déficit de otros). Relacionado con el objetivo de déficit público está el de mantener un nivel de deuda pública que se considere viable.


–La balanza comercial mide la relación entre compras del y ventas al exterior. El superávit comercial es la situación anhelada.





Aunque se está avanzando en la definición de indicadores con los que medir la sostenibilidad, no hay ninguno que haya alcanzado la suficiente difusión como para ser considerado de uso generalizado.




—Coeficiente de Gini





El coeficiente o índice de Gini mide la desviación de la distribución de los ingresos con respecto a aquella situación en que la distribución fuera absolutamente uniforme (de modo que cualquier porcentaje de la población poseyera el mismo porcentaje de los ingresos; por ejemplo, el 50% de la población poseyera el 50% de los ingresos). Este coeficiente se utiliza más como descriptivo de la situación que como orientador de acciones, pues no se fija ningún valor concreto como situación ambicionada.


5.3.Objetivos inmediatos


Si las acciones diarias de los gobiernos estuvieran documentadas, en la mayor parte de ellas no aparecerían los términos bienestar o crecimiento, ni tampoco inflación o balanza comercial. El objetivo inmediato de casi toda acción particular es instrumental para alcanzar uno o varios objetivos finales. La casuística es interminable (cada medida concreta tiene un fin asociado a la situación que se pretende modificar) y por tanto no puede hacerse una lista de objetivos inmediatos.


Además, no todo objetivo inmediato tiene reflejo directo sobre un objetivo final. De hecho, los objetivos suelen estar encadenados, a veces en un largo proceso, hasta que el impacto sobre el objetivo final puede ser sentido. Marcar como aspiración el incrementar el número de personas con unos estudios o conocimientos determinados no es sino un primer paso para que las empresas aprovechen posteriormente ese capital humano y mejoren su posición en los mercados internacionales, es decir, vendan más y sean capaces de generar mayores ingresos y nuevos puestos de trabajo, redundando finalmente en un aumento del bienestar de la sociedad.


6.¿CÓMO? INSTRUMENTOS PARA LA ACTUACIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA


El último paso, una vez establecidas las causas que amparan la actividad pública y definidos los objetivos, es estudiar los instrumentos con que formalizar las acciones necesarias para alcanzar dichos objetivos.


La actividad pública puede tomar muy diferentes formas o, en otras palabras, puede valerse de muy diversos instrumentos. Algunas de esas acciones (o todas) pueden utilizarse de modo conjunto y coherente para servir a un propósito concreto o, dicho de modo más formal, para formar políticas económicas que busquen alcanzar un fin determinado. El análisis se separa así en ingredientes (los instrumentos) y en recetas (las políticas).


6.1.Ingredientes




—Suministro directo de bienes y servicios





Los Estados pueden decidir que sea el propio sector público, y no el privado, quien ofrezca un bien o servicio. Ello no significa que se ofrezca de forma gratuita. Pueden establecerse diferentes modalidades de pago: que cubran la totalidad del coste o solo una parte; impuestas sobre todos los ciudadanos que cumplan ciertas condiciones, con independencia de que utilicen o no el servicio, o solo sobre aquellos que realmente lo utilicen.


Los precios de entrada a un polideportivo municipal pueden fijarse de modo que el polideportivo no necesite otros ingresos, pero la tasa por recogida de basuras probablemente no sea suficiente para cubrir el coste total del servicio. El pago de la cuota del seguro médico puede exigirse a todo trabajador, visite o no posteriormente al médico; en cambio, las tasas de matrícula de un curso impartido en una universidad pública debe pagarlas solo quien se matricule en dicho curso.




—Regulación





Basándose en su función primaria de definir y hacer cumplir un ordenamiento jurídico, el Estado dicta reglas y puede fijar todo tipo de requisitos.


La apertura de una papelería no debe cumplir más que unas cuantas normas generales que cualquier comercio minorista ha de respetar. Por el contrario, la instalación de una industria papelera debe probablemente ser primero autorizada y luego satisfacer una larga lista de obligaciones, muy en particular en materia medioambiental. En ambos casos, comercio e industria, se ha de respetar la legislación laboral.


La regulación es ex ante si las condiciones que se exigen deben demostrarse para iniciar la actividad; es ex post si la actividad no está condicionada de inicio, pero sí está sometida a ciertos límites. La industria papelera puede estar sometida a controles previos (ex ante) que aseguren que no contamina el agua o bien no ser controlada, pero sancionada (ex post) si se demuestra que efectivamente contamina el agua.




—Intervención directa en mercados





En ocasiones, el Estado puede fijar no ya las reglas de juego por que se rigen los mercados, sino también los resultados básicos que de otro modo resultarían de la actividad de dichos mercados: cantidad de producto intercambiado y precio. La fijación de cantidades o precios puede ser exacta o pueden establecerse márgenes o topes mínimos o máximos.


Los países productores de petróleo tienen constituida una asociación para fijar producción e, indirectamente, precio. De modo similar, la pesca de determinada especie de pescado puede estar limitada a un número concreto de toneladas. El precio de ciertos medicamentos o el del metro cúbico de agua puede estar determinado (o limitado) por la Administración.




—Impuestos





Los impuestos son cantidades de dinero que el Estado exige a toda aquella persona (física o jurídica) que realice una acción que recaiga dentro del hecho imponible. De uno u otro modo, la acción tiene que tener una cuantificación económica para así crear una base imponible sobre la que se aplica un tipo impositivo que determina (tras la posible aplicación de diferentes reducciones, recargos o deducciones) la cantidad a pagar.


El hecho imponible puede ser poseer algo o realizar determinada acción. Hay impuestos sobre la renta de las personas físicas o por la tenencia de un vehículo. Hay impuestos que gravan la compra de una lata de tomate o de una vivienda, o la importación de una motocicleta.




—Ayudas y subsidios





Del mismo modo que se arroga el derecho de exacción, el Estado también puede dar dinero a particulares o empresas, sea o no con un fin predeterminado, sea a fondo perdido o con la obligación de devolución.


El subsidio de desempleo o una ayuda a las familias numerosas no imponen a los perceptores un uso determinado del dinero recibido. Una subvención para la instalación de un ascensor o una ayuda para la reconversión del sector lácteo sí obligan, en cambio, a quienes las reciben a utilizar los fondos para alcanzar el fin para el que se concedieron. En estos dos últimos ejemplos se podría conceder, en vez de una cantidad de dinero no reembolsable por los beneficiarios, un préstamo a un tipo de interés cero o particularmente reducido.




—Incentivos no monetarios





No todos los incentivos que el Estado pone en pie para favorecer o impulsar (o alternativamente desincentivar) una determinada actividad se llevan a cabo mediante normativa o mediante prestaciones monetarias. La panoplia de instrumentos alternativos incluye campañas de concienciación, un impulso de la autorregulación y, en general, todo tipo de acciones concretas de promoción o disuasión.


Ofrecer un sello de calidad a las empresas que cumplan ciertos estándares es una forma de incentivar el seguimiento de estos estándares. Permitir la tramitación o incluso el pago telemático de impuestos cuando se usa firma electrónica impulsa el que esta se difunda. Convocar una mesa con profesionales del mundo de la publicidad para intentar que la propia industria acuerde unos límites en los anuncios dirigidos a la audiencia infantil puede hacer innecesaria la regulación específica. Una campaña pública en la televisión puede aumentar el consumo de pescado azul.




—Acuerdos público-privados





Entre la prestación completamente pública y la completamente privada de un determinado servicio se puede dar toda combinación imaginable en la colaboración entre ambos sectores. Esta colaboración toma forma en conciertos, acuerdos o contratos que estipulan quién ofrece o gestiona el servicio y cómo se reparte la inversión necesaria así como las responsabilidades y riesgos asociados. Puede, además, tratarse de un acuerdo puntual o indefinido en el tiempo.


En la extensión a zonas rurales del servicio de telecomunicación de banda ancha, la Administración interesada puede ocuparse de facilitar los permisos necesarios o también de ejecutar la obra civil o incluso de completar el despliegue ofreciendo conectividad mayorista a las empresas que quieran dirigir su oferta a los hogares. En el caso de una autopista, por el contrario, puede encargar a una empresa su construcción, pero mantener la propiedad y explotación (que pudiera ceder a la empresa constructora por un tiempo determinado). Un hospital público puede contratar con una clínica privada la realización de resonancias magnéticas de manera regular o solo en los momentos puntuales en que el servicio público está sobrecargado.




Lectura 1.4. ¿A qué se destina el dinero público?


Eurostat, la oficina de estadísticas oficiales de la Unión Europea, dispone de una herramienta que permite conocer a qué partidas del presupuesto se destina el gasto público1. El gasto está desglosado en las diez rúbricas (“por finalidades”) que se presentan a continuación; se detallan además las partidas secundarias que se incluyen en cada apartado (siempre que su peso sea de al menos el 0,2% del gasto total). Los títulos son los oficiales que la Unión Europea utiliza. Los números entre paréntesis indican el porcentaje que ese gasto concreto representó en 2018 en la Unión Europea (considerando sus entonces 28 estados miembros) tanto con respecto al gasto público total como con respecto al PIB (segundo valor, en cursiva). Es claro que no todas las partidas tienen efecto en la economía (más allá del propio efecto del gasto en sí; es lo que ocurre, por ejemplo, con el gasto en orden público o en defensa).




•Protección social (40,6% – 18,6%): edad avanzada (22,0% – 10,1%); enfermedad e incapacidad (5,9% – 2,7%); familia e hijos (3,6% – 1,7%); supérstites (2,9% – 1,3%); desempleo (2,5% – 1,2%); exclusión social no especificada en otra parte (n.e.p.) (2,0% – 0,9%); vivienda (1,0% – 0,4%); protección social n.e.p. (0,6% – 0,3%).


•Salud (15,5% – 7,1%): servicios hospitalarios (7,1% – 3,2%); servicios para pacientes externos (5,0% – 2,3%); productos, aparatos y equipo médicos (2,2% – 1,0%); salud n.e.p. (0,6% – 0,3%); servicios de salud pública (0,4% – 0,2%); investigación y desarrollo relacionados con la salud (0,3% – 0,1%).


•Servicios generales de las administraciones públicas (12,7% – 5,8% ): transacciones de la deuda pública (4,3% – 2,2%); órganos ejecutivos y legislativos, asuntos financieros y fiscales y asuntos exteriores (4,0% – 1,9%); servicios generales (2,4% – 1,1%); investigación básica (1,1% – 0,5%); ayuda económica exterior (0,7% – 0,3%); servicios públicos generales n.e.p. (0,2% – 0,1%).


•Educación (10,2% – 4,7%): enseñanza secundaria (3,9% – 1,8%); enseñanza preescolar y enseñanza primaria (3,3% – 1,5%); enseñanza terciaria (1,6% – 0,7%); servicios auxiliares de la educación (0,6% – 0,3%); enseñanza no atribuible a ningún nivel (0,3% – 0,2%); educación n.e.p. (0,2% – 0,1%); enseñanza postsecundaria, no terciaria (0,2% – 0,1%).


•Asuntos económicos (9,2% – 4,2%): transporte (4,3% – 2,0%); asuntos económicos, comerciales y laborales en general (1,9% – 0,9%); investigación y desarrollo relacionados con asuntos económicos (0,9% – 0,4%); combustibles y energía (0,7% – 0,3%); agricultura, silvicultura, pesca y caza (0,5% – 0,2%); otras industrias (0,4% – 0,2%); asuntos económicos n.e.p. (0,2% – 0,1%); minería, manufacturas y construcción (0,2% – 0,1%).


•Orden público y seguridad (3,7% – 1,7%): servicios de policía (2,0% – 0,9%); tribunales de justicia (0,7% – 0,3%); servicios de protección contra incendios (0,5% – 0,2%); prisiones (0,3% – 0,2%).


•Defensa (2,9% – 1,3%): defensa militar (2,6% – 0,2%).


•Actividades recreativas, cultura y religión (2,3% – 1,1%): servicios culturales (0,9% – 0,4%); servicios recreativos y deportivos (0,8% – 0,3%); servicios de radio y televisión y servicios editoriales (0,4% – 0,2%).


•Protección del medio ambiente (1,7% – 0,8%): gestión de desechos (0,8% – 0,4%); gestión de aguas residuales (0,3% – 0,1%); reducción de la contaminación (0,2% – 0,1%).


•Vivienda y servicios comunitarios (1,3% – 0,6%): desarrollo comunitario (0,6% – 0,3%); urbanización (0,4% – 0,2%); abastecimiento de agua (0,2% – 0,1%).





La figura 4 presenta las cifras para ocho países en concreto: Alemania, Bulgaria. Eslovenia, España, Finlandia, Francia, Letonia y Reino Unido. Como para las cifras globales, los datos son de 2018 y están medidos tanto en porcentaje del gasto total como en porcentaje del PIB.


[image: image]


Figura 4. Gasto público «por finalidad», para ocho países de la Unión Europea, como porcentaje del gasto total y como porcentaje del PIB (2018).


La comparación entre países, o de estos con la media europea, pone de manifiesto algunas cifras llamativas. En todos los casos, la protección social es la partida de largo más importante, pero, mientras que en un país como Finlandia llega al 45,5% (casi cinco puntos por encima de la media europea), en Letonia apenas supera el 30% (diez puntos menos que la media). Precisamente Letonia es uno de los tres países (con Finlandia y Bulgaria) en que el gasto en salud no es el que sigue a protección social; de hecho, Letonia dedica a salud mucho menos de la media europea (cinco puntos), justo al contrario de lo que ocurre en Reino Unido (tres puntos por encima); por el contrario, gasta más de lo frecuente en educación (cinco puntos) y es así la segunda partida a la que más recursos destina. Están también alejadas de los valores medios las participaciones del gasto en servicios generales de Bulgaria (significativamente menor que la media); en asuntos económicos, de Letonia y sobre todo de Bulgaria (mucho mayor); en orden público y seguridad, de Bulgaria y Letonia (mayor) y de Finlandia (menor); en defensa, de Reino Unido y Letonia (mayor); en ocio, cultura y religión, de Letonia y Eslovenia (mayor); en vivienda y servicios comunitarios, de Bulgaria y Letonia (mayor) y de Finlandia (menor); y finalmente, en protección del medio ambiente, de Finlandia (menor). España, Francia y Alemania, sin divergencias significativas en ningún ítem, tienen una estructura de gasto mucho más similar al reparto medio europeo. Se puede realizar un último comentario referido al peso de cada partida de gasto en el PIB del país. Las cifras, obviamente, se amoldan a la entidad que el gasto público total tiene en el PIB nacional. Así, mientras que en Francia el 42,6% del gasto total (en protección social) se convierte en un 23,9% del PIB, en Alemania un porcentaje incluso un punto superior con respecto al gasto total (43,6%) supone solo, por el menor peso de lo público en su PIB, un 19,4% de la producción nacional.


__________________


1 https://ec.europa.eu/eurostat/cache/infographs/cofog/
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